
DEPARTAMENTO
DE GOBERNACIÓN
Y ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS

RESOLUCIÓN
GAP/4453/2006, de 29 de diciembre, por la que
se da conformidad a la adopción de la bandera
del municipio de Rubió.

El 27 de julio de 2006, el Pleno del Ayunta-
miento de Rubió (Anoia) adoptó el acuerdo de
aprobar la bandera municipal.

El 26 de mayo de 2006, la Sección Histórico-
arqueológica del Institut d’Estudis Catalans
emitió dictamen favorable sobre el expediente.

De acuerdo con lo que disponen los artícu-
los 37 y 38 del Texto refundido de la Ley muni-
cipal y de régimen local de Cataluña, aprobado
por el Decreto legislativo 2/2003, de 28 de abril,
y los artículos 9, 30, 31 y concordantes del Re-
glamento de los símbolos de los entes locales de
Cataluña, aprobado por el Decreto 263/1991, de
25 de noviembre,

RESUELVO:

—1 Dar conformidad a la adopción de la ban-
dera del municipio de Rubió, organizada de la
siguiente forma:

Bandera apaisada, de proporciones dos de
alto por tres de largo, de púrpura, con el segundo
tercio vertical rojo y el conjunto del montante
con la flor de lis del escudo, de una altura de 4/
10 de la del paño y una anchura de 4/15 de la
largura del mismo paño, centrado en la mitad
superior del primer tercio vertical.

—2 Inscribir la citada bandera en el Registro
de los entes locales de Cataluña, sección de sím-
bolos, subsección de banderas.

—3 Publicar esta Resolución en el DOGC.

Barcelona, 29 de diciembre de 2006

CARLES BASSAGANYA I SERRA

Director general de Administración Local

(06.348.111)

*

DEPARTAMENTO
DE JUSTICIA

DECRETO
12/2007, de 16 de enero, de reestructuración del
Departamento de Justicia.

Mediante el Decreto 421/2006, de 28 de no-
viembre, de creación, denominación y ámbito
de competencia de los departamentos de la Ad-
ministración de la Generalidad de Cataluña, se
adscriben al Departamento de Justicia las fun-
ciones relacionadas con la Administración de
justicia, los servicios penitenciarios y la justicia
juvenil y el derecho civil y las entidades jurídi-
cas.

Ahora, es necesario adecuar la estructura
orgánica del Departamento de Justicia a las
nuevas necesidades de la Administración de
justicia y del sistema penitenciario, así como a
los objetivos y prioridades que marcarán la ac-
tuación del nuevo Gobierno. En este sentido, el
Departamento priorizará la consecución de los
objetivos que se expresan a continuación enmar-
cados en dos de sus tres ámbitos de actuación.

En el ámbito de los servicios en la Adminis-
tración de justicia, deberá garantizarse la pres-
tación de un servicio público de la justicia próxi-
mo a la ciudadanía, ágil, de calidad y eficiente,
priorizando la aplicación de las disposiciones del
Estatuto en materia de justicia, la puesta en mar-
cha de la nueva oficina judicial y el impulso de
la justicia de paz y de proximidad. Esto requiere
una estructura orgánica reforzada como la que
crea este Decreto.

En el ámbito de los servicios penitenciarios
y de justicia juvenil, elemento fundamental de
la ejecución penal en un estado social y demo-
crático de derecho, que quiere hacer de la pena
instrumento de reinserción y que apuesta por
abrir el sistema penitenciario a la participación
social, se reforzarán las capacidades que deben
permitir un crecimiento significativo de las me-
didas penales alternativas para personas adul-
tas. La consecución de este objetivo recomienda
situar bajo una misma dirección general a los
servicios de justicia juvenil, basados fundamen-
talmente en medidas a la comunidad, con las
medidas alternativas para las personas infrac-
toras adultas.

La consecución de estos objetivos requiere
una estructura orgánica adecuada y proporcio-
nada a las funciones y proyectos que se quieren
priorizar. Así, este Decreto constituye el primer
paso en la construcción institucional de un De-
partamento de Justicia adecuado a los retos
planteados. Una vez consolidados los cambios
derivados del presente Decreto, se racionalizará
la estructura de las subdirecciones generales y
de los órganos subordinados a través de un
posterior desarrollo normativo. Transitoriamen-
te se mantienen las unidades con rango de sub-
dirección general e inferiores, se adscriben provi-
sionalmente a las unidades que crea el presente
Decreto y se mantienen sus funciones, en los
términos que se indican en las disposiciones
transitorias, hasta que el futuro decreto comple-
te la reestructuración que ahora se inicia.

Por todo esto, de conformidad con lo estable-
cido por la Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de
organización, procedimiento y régimen jurídi-
co de la Administración de la Generalidad de
Cataluña, a propuesta de la consejera de Justicia
y de acuerdo con el Gobierno,

DECRETO

CAPÍTULO 1
Organización general del Departamento de Jus-
ticia

Artículo 1
Departamento de Justicia

El Departamento de Justicia es el órgano de
la Administración de la Generalidad de Cata-
luña que tiene encomendadas la propuesta y la
ejecución de las directrices del Gobierno en las
materias siguientes:

a) Las funciones relacionadas con la Admi-
nistración de justicia en Cataluña.

b) Los servicios penitenciarios, la rehabilita-
ción y la justicia juvenil.

c) La conservación, la actualización y el de-
sarrollo del derecho civil de Cataluña.

d) Las asociaciones, las fundaciones, los co-
legios profesionales, las academias, los notarios
o notarias y los registradores o registradoras.

Artículo 2
Organización del Departamento de Justicia

2.1 Bajo la dependencia de su persona titu-
lar, el Departamento de Justicia ejerce sus fun-
ciones, mediante los órganos siguientes, en los
términos que se establecen en el presente De-
creto:

a) La Secretaría General.
b) La Secretaría de Servicios Penitenciarios,

Rehabilitación y Justicia Juvenil.
c) La Secretaría de Relaciones con la Admi-

nistración de Justicia.
2.2 El/La consejero/a de justicia dirige, co-

ordina y controla la actividad del Departamento
y cuenta con la asistencia del Gabinete del Con-
sejero o Consejera, en los términos previstos en
el Decreto 345/2006, de 19 de septiembre.

Artículo 3
Consejo de Dirección

Presidido por el/por la consejero/a, el Con-
sejo de Dirección del Departamento asiste al/
a la consejero/a en las funciones de coordinación
general y seguimiento de la actividad del Depar-
tamento. Del Consejo de Dirección forman
parte los/las titulares de órganos directivos con
nivel orgánico de secretario/a general o de di-
rector/a general del Departamento, los otros
cargos que el/la consejero/a determine y el/la
jefe/a del Gabinete del/de la consejero/a, que
actúa como secretario/a.

CAPÍTULO 2
Secretaría General

Artículo 4
Secretaría General

4.1 Corresponden al/a la secretario/a gene-
ral del Departamento las competencias y fun-
ciones que le atribuye la Ley 13/1989, de 14 de
diciembre, de organización, procedimiento y
régimen jurídico de la Administración de la Ge-
neralidad de Cataluña, y aquellas otras que le
asigne la normativa vigente o que el/la conse-
jero/a le pueda delegar.

4.2 De la Secretaría General dependen los
órganos siguientes:

a) La Dirección General de Gestión de In-
fraestructuras.

b) La Dirección General de Derecho y de
Entidades Jurídicas.
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c) La Dirección de Servicios.
d) La Asesoría Jurídica, en los términos que

prevé el Decreto 57/2002, de 19 de febrero.
e) El Gabinete Técnico.
f) El Área de Auditoría de Gestión.
g) La Subdirección General de Sistemas de

Información y Comunicación.
h) Las gerencias territoriales de Barcelona

Ciudad, Ciudad de la Justicia de Barcelona y
L’Hospitalet de Llobregat, Barcelona Norte y
Barcelona Sur y los servicios territoriales en La
Cataluña Central, Girona, Lleida, Tarragona,
Les Terres de l’Ebre y L’Alt Pirineu y Aran.

4.3 La Dirección General de Gestión de
Infraestructuras y la Dirección de Servicios tie-
nen las funciones y la estructura que prevé el De-
creto 176/2005, de 30 de agosto.

4.4 La Dirección General de Derecho y de
Entidades Jurídicas tiene las funciones y la es-
tructura que prevé el capítulo 2 del Decreto 425/
2004, de 9 de noviembre.

4.5 El Gabinete Técnico, el Área de Audi-
toría de Gestión y la Subdirección General de
Sistemas de Información y Comunicación tie-
nen las funciones y la estructura que prevé el
Decreto 321/2004, de 6 de julio.

4.6 Las gerencias territoriales y los servicios
territoriales del Departamento de Justicia tie-
nen las funciones, la estructura y la dependen-
cia orgánica y funcional previstas en el Decre-
to 272/2005, de 27 de diciembre.

4.7 El Centro de Estudios Jurídicos y Forma-
ción Especializada, creado por la Ley 18/1990, de
15 de noviembre, se adscribe al Departamento
de Justicia mediante la Secretaría General.

CAPÍTULO 3
Secretaría de Servicios Penitenciarios, Rehabi-
litación y Justicia Juvenil

Artículo 5
Secretaría de Servicios Penitenciarios, Rehabi-
litación y Justicia Juvenil

5.1 La Secretaría de Servicios Penitencia-
rios, Rehabilitación y Justicia Juvenil, con rango
orgánico de Secretaría General, actúa bajo la di-
rección superior de la persona titular del Depar-
tamento en los términos que prevé el artículo
11.2 de la Ley 13/1989, de 14 de diciembre.

5.2 Corresponde a la Secretaría de Servicios
Penitenciarios, Rehabilitación y Justicia Juvenil:

a) Elaborar las propuestas sobre la política
de servicios penitenciarios, rehabilitación y jus-
ticia juvenil.

b) Definir la orientación estratégica de la
política de servicios penitenciarios, rehabilita-
ción y justicia juvenil una vez haya sido aprobada
por el Gobierno, y coordinar y supervisar su im-
plantación y la ejecución.

c) Llevar a cabo la inspección y evaluación
de los centros y programas penitenciarios y de
justicia juvenil.

5.3 De la Secretaría de Servicios Peniten-
ciarios, Rehabilitación y Justicia Juvenil depen-
den los órganos siguientes:

a) La Dirección General de Recursos y Ré-
gimen Penitenciario.

b) La Dirección General de Ejecución Penal
a la Comunidad y de Justicia Juvenil.

c) El Servicio de Asesoramiento Jurídico.
d) El Servicio de Inspección.
5.4 El Servicio de Asesoramiento Jurídico y

el Servicio de Inspección tienen las funciones que
prevé el Decreto 425/2004, de 9 de noviembre.

5.5 El Centro de Iniciativas para la Reinser-
ción, creado por la Ley 5/1989, de 12 de mayo,
se adscribe al Departamento de Justicia median-
te la Secretaría de Servicios Penitenciarios, Re-
habilitación y Justicia Juvenil.

Artículo 6
Dirección General de Recursos y Régimen Pe-
nitenciario

A la Dirección General de Recursos y Régi-
men Penitenciario le corresponde:

a) Promover y evaluar el desarrollo del sis-
tema de ejecución penal a excepción de las me-
didas penales alternativas.

b) Dirigir y supervisar los programas de re-
habilitación y el funcionamiento de los centros
penitenciarios.

c) Elaborar los programas de necesidades del
sistema de ejecución penal y hacer su valoración.

d) Coordinar la gestión del personal y de los
recursos económicos.

e) Planificar y ejecutar las inversiones en el
ámbito de la Secretaría sectorial, sin perjuicio
de las competencias de la Secretaría General del
Departamento en esta materia.

Artículo 7
Dirección General de Ejecución Penal a la Co-
munidad y de Justicia Juvenil

A la Dirección General de Ejecución Penal
a la Comunidad y de Justicia Juvenil le corres-
ponde:

a) Potenciar e implementar las medidas de
ejecución penal no privativas de libertad a la co-
munidad.

b) Ejecutar las medidas de internamiento y
otras que se impongan a menores y jóvenes y dar
soporte a los procesos para su reinserción.

c) Emitir informes para los órganos judiciales
de menores.

d) Organizar los programas de mediación en
el ámbito de la justicia juvenil.

CAPÍTULO 4
Secretaría de Relaciones con la Administración
de Justicia

Artículo 8
Secretaría de Relaciones con la Administración
de Justicia

8.1 La Secretaría de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, con rango orgánico de
secretaría general, actúa bajo la dirección supe-
rior de la persona titular del Departamento en
los términos que prevé el artículo 11.2 de la Ley
13/1989, de 14 de diciembre.

8.2 Corresponde a la Secretaría de Relacio-
nes con la Administración de Justicia:

a) Impulsar la constitución y el desarrollo de
las instituciones que se prevén en el Estatuto de
Autonomía de Cataluña en materia de justicia.

b) Dirigir la gestión de los medios persona-
les y de los recursos materiales y económicos de
la Administración de justicia en Cataluña.

c) Llevar a cabo las actuaciones de mejora de
la Administración de justicia en Cataluña y acer-
carla a la ciudadanía.

8.3 De la Secretaría de Relaciones con la
Administración de Justicia dependen los órga-
nos siguientes:

a) La Dirección General de Modernización
de la Administración de Justicia.

b) La Dirección General de Recursos de la
Administración de Justicia.

c) El Instituto de Medicina Legal de Cataluña.
8.4 El Instituto de Medicina Legal de Ca-

taluña tiene las funciones y la estructura que
prevé el Decreto 411/2006, de 31 de octubre.

Artículo 9
Dirección General de Modernización de la Ad-
ministración de Justicia

A la Dirección General de Modernización de
la Administración de Justicia le corresponde:

a) Planificar y aplicar las actuaciones de me-
jora de la Administración de justicia en Cata-
luña y su acercamiento a la ciudadanía.

b) Llevar a cabo el diseño de la nueva estruc-
tura de la oficina judicial y su implementación.

c) Diseñar e implementar los sistemas de
gestión e información por medio de las tecno-
logías de la información y las comunicaciones.

d) Promover y gestionar la justicia de paz y
de proximidad.

Artículo 10
Dirección General de Recursos de la Adminis-
tración de Justicia

A la Dirección General de Recursos de la Ad-
ministración de Justicia le corresponde:

a) Gestionar el personal no judicial al servicio
de la Administración de justicia en Cataluña.

b) Coordinar la ejecución de la política de
prevención de riesgos laborales en el ámbito de
la Secretaría sectorial.

c) Dirigir la actividad económica y presu-
puestaria de la Secretaría sectorial.

d) Elaborar y gestionar los programas para
facilitar el acceso a la justicia de todos los ciu-
dadanos y ciudadanas.

e) Garantizar los servicios de atención e in-
formación a las personas usuarias de la Admi-
nistración de justicia.

f) Dotar a los órganos judiciales de Catalu-
ña de los medios de apoyo a la oficina judicial.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera
El Programa para la puesta en funcionamien-

to de la Ciudad de la Justicia de Barcelona y
L’Hospitalet de Llobregat se adscribe al/a la
secretario/a general en los términos que estable-
ce el Decreto 382/2006, de 17 de octubre.

Segunda
Las referencias que la normativa vigente haga

en unidades directivas modificadas por este De-
creto se han de entender hechas en unidades di-
rectivas que asuman sus funciones y estructura.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera
Mientras no se complete la reestructuración

del Departamento con la aprobación de las dis-
posiciones correspondientes, las subdirecciones,
servicios, secciones y negociados preexistentes
continuarán ejerciendo las funciones que tienen
actualmente atribuidas en el marco y bajo la di-
rección del órgano directivo al que se adscriben.

Segunda
1. Se adscriben a la Dirección General de Recur-
sos y Régimen Penitenciario:

a) La Subdirección General de Recursos
Humanos y Económicos.
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b) La Subdirección General de Programas de
Rehabilitación y Sanidad.

c) El Servicio de Centros y Régimen.
d) El Servicio de Medio Abierto y Servicios

Sociales.
2. Se adscriben a la Dirección General de

Ejecución Penal a la Comunidad y de Justicia
Juvenil:

a) La Subdirección General de Medio Abier-
to y Medidas Penales Alternativas, con excep-
ción del Servicio de Medio Abierto y Servicios
Sociales.

b) El Servicio de Ejecución de Medidas.
c) El Servicio de Mediación y Asesoramiento

Técnico.
d) El Servicio de Recursos Humanos y Eco-

nómicos.
3. Se adscriben a la Dirección General de

Modernización de la Administración de Justi-
cia:

a) La Subdirección General de Planificación
y Estudios.

b) La Subdirección General de Informática
y Documentación.

4. Se adscriben a la Dirección General de
Recursos de la Administración de Justicia:

a) La Subdirección General de Recursos
Humanos y Gestión Económica.

b) La Subdirección General de Coordinación
de Programas de Mejora del Acceso a la Justi-
cia.

c) La Subdirección General de Apoyo a los
Órganos Judiciales.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan sin efecto las disposiciones conteni-
das en el Decreto 68/2004, de 20 de enero, en el
Decreto 321/2004, de 6 de julio, en el Decreto
425/2004, de 9 de noviembre, y en el Decreto
176/2005, de 30 de agosto, que se opongan a lo
establecido en este Decreto.

DISPOSICIONES FINALES

Primera
Se faculta a la consejera de Justicia para dictar

las disposiciones para el desarrollo, la eficacia
y la ejecución de lo dispuesto en este Decreto,
y al consejero de Economía y Finanzas para
hacer las modificaciones presupuestarias nece-
sarias para darle cumplimiento.

Segunda
Este Decreto entrará en vigor el mismo día

de su publicación en el DOGC.

Barcelona, 16 de enero de 2007

JOSÉ MONTILLA I AGUILERA

Presidente de la Generalidad de Cataluña

MONTSERRAT TURA I CAMAFREITA

Consejera de Justicia

(07.010.147)

*

DEPARTAMENTO
DE AGRICULTURA,
ALIMENTACIÓN
Y ACCIÓN RURAL

DECRETO
20/2007, de 23 de enero, por el que se dictan nor-
mas específicas en materia de seguridad y cali-
dad agroalimentaria para los pequeños estable-
cimientos agroalimentarios en un entorno rural.

En los entornos rurales de Cataluña existe
una gran diversidad de pequeños establecimien-
tos agroalimentarios dedicados a la producción
y/o elaboración y comercialización de alimen-
tos destinados al consumo humano. Son el ex-
ponente de un tejido económico y social tan li-
gado a su entorno como el cultivo de los campos
o las explotaciones ganaderas.

La dimensión, la complejidad y el volumen
de actividad de estos establecimientos son muy
variables. También los procesos productivos y
de comercialización que utilizan son diversos,
de manera que entre estos establecimientos hay
algunos que operan bajo sistemas tradicionales
y otros que han incorporado nuevas tecnologías
y equipamientos sofisticados en el desarrollo de
sus actividades o modelos de producción, trans-
formación y distribución altamente innovado-
res. Asimismo, como forman parte de la cade-
na alimentaria, todos ellos están sometidos al
cumplimiento de una serie de requerimientos
que tienen por objetivo garantizar la seguridad
alimentaria y, en último término, la protección
de la salud de las personas.

A estos efectos, el marco normativo viene
establecido por un conjunto de normas comu-
nitarias, como el Reglamento CE 178/2002, del
Parlamento europeo y del Consejo, de 28 de
enero, por el que se establecen los principios y
los requisitos generales de la legislación alimen-
taria, y el Reglamento CE 852/2004, del Parla-
mento europeo y del Consejo, de 29 de abril,
relativo a la higiene de los productos alimenta-
rios, de aplicación directa en los estados miem-
bros de la Unión Europea, así como por las le-
yes del Parlamento de Cataluña 20/2002, de 5 de
julio, de seguridad alimentaria; 7/2003, de 25 de
abril, de protección de la salud, y 14/2003, de 13
de junio, de calidad agroalimentaria, inspiradas
en los mismos principios informadores, entre los
que destacan el principio de autocontrol y el
principio de análisis del riesgo.

En este sentido, el Reglamento CE 852/2004,
de 29 de abril, relativo a la higiene de los pro-
ductos alimentarios, establece que los opera-
dores de establecimientos alimentarios deben
tomar las medidas necesarias y crear las con-
diciones adecuadas para controlar los peligros,
y garantizar la aptitud para el consumo huma-
no de los alimentos que produzcan, transformen
y distribuyan, mediante el cumplimiento de unos
requisitos generales y específicos en materia de
higiene. Este Reglamento comunitario prevé
también que los operadores económicos podrán
utilizar guías de prácticas correctas de higiene
(GPCH) como ayuda en el cumplimiento de las
mencionadas obligaciones y añade que los ope-
radores de establecimientos alimentarios deben
poner a punto, implementar y mantener proce-
dimientos permanentes basados en los princi-
pios del sistema de análisis de peligros y puntos
de control crítico (APPCC).

El Reglamento mencionado posibilita, asimis-
mo, que los procedimientos basados en los prin-
cipios del sistema de APPCC que describe el ar-
tículo 5.2 del Reglamento CE 852/2004, de 29
de abril, del Consejo, relativo a la higiene de los
productos alimentarios, se implementen con fle-
xibilidad, a fin de que se puedan aplicar en to-

das las situaciones. En particular, el objetivo de
identificar y controlar los peligros significativos
para un determinado alimento se puede alcanzar
por medios equivalentes que sustituyan de una
manera simplificada pero eficaz los siete prin-
cipios del sistema de APPCC. Al mismo tiem-
po establece que las guías de prácticas correc-
tas de higiene o las guías de aplicación de los
principios del sistema de APPCC son una ma-
nera simple pero eficaz de vencer las dificulta-
des que determinados establecimientos alimen-
tarios pueden tener a la hora de implementar un
procedimiento de APPCC. Con su aplicación se
considera que se cumple la obligación estable-
cida al efecto en el Reglamento CE 852/2004.

La Dirección General de Salud y Protección
del Consumidor de la Comisión Europea elabo-
ró en el mes de noviembre de 2005 un documen-
to guía sobre la aplicación de procedimientos ba-
sados en los principios del sistema de APPCC
y la facilitación de la implementación de los prin-
cipios del APPCC en determinados estableci-
mientos alimentarios. Este documento, estable-
ce criterios que permiten adoptar el principio de
flexibilidad en los sistemas de autocontrol de los
pequeños establecimientos agroalimentarios en
un entorno rural.

Por todo ello, y con el objetivo de facilitar el
cumplimiento de los requisitos de higiene y la im-
plantación del autocontrol relativo a la seguridad
alimentaria en los pequeños establecimientos
agroalimentarios en el entorno rural, así como
también el mantenimiento de los atributos de los
productos que producen y/o elaboran y comer-
cializan estos establecimientos, teniendo en cuen-
ta las peculiares características y la diversidad de
estos establecimientos en el territorio de Cata-
luña y de los sectores agroalimentarios en los que
operan, se hace necesario dictar normas para la
elaboración y el reconocimiento de las guías de
prácticas correctas de higiene basadas en los prin-
cipios del sistema de APPCC, con respecto a los
pequeños establecimientos agroalimentarios en
un entorno rural. Al mismo tiempo, procede pre-
ver actuaciones de fomento con la finalidad de
promover la competitividad de estos estableci-
mientos y fomentar el tejido económico y social
del mundo rural.

Considerando los reglamentos comunitarios
mencionados y de acuerdo con las competencias
en materia de calidad agroalimentaria y seguri-
dad alimentaria previstas en los artículos 116.1.b)
y 162.3.b) de la Ley orgánica 6/2006, de 19 de julio,
de reforma del Estatuto de Autonomía de Cata-
luña y la legislación catalana antes mencionada,
y de acuerdo con lo que disponen los artículos 61
y siguientes de la Ley 13/1989, de 14 de diciem-
bre, de organización, procedimiento y régimen
jurídico de la Administración de la Generalidad
de Cataluña;

De acuerdo con el dictamen favorable del
Consejo de Trabajo, Económico y Social de
Cataluña;

De acuerdo con el dictamen de la Comisión
Jurídica Asesora, a propuesta de los consejeros
de Agricultura, Alimentación y Acción Rural,
de Salud, y de Economía y Finanzas, y previa de-
liberación del Gobierno,

DECRETO:

CAPÍTULO 1
Disposiciones generales


